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1. A manera de introducción

El presente ensayo surge como un medio de reflexión respecto de las 
inquietudes e inconformidades sociales generadas en torno al tema 
de la corrupción y la impunidad. Las elecciones generales recientes 
de julio de 2018 demostraron que estos dos elementos fueron tema 
y motivo que influyeron de manera determinante en los resultados 
ciudadanos.

El binomio corrupción-impunidad es producto del debilitamiento de 
la Cultura de la Legalidad, que es base esencial del funcionamiento 
del Estado de Derecho. Este último concepto jurídico, que en síntesis 
consiste en que gobernados y gobernantes se sometan por igual al 
imperio de la Constitución y las leyes que de ella emanan, ha venido 
siendo debilitado –entre otras causas– por estos dos fenómenos.

La falta de certeza y seguridad jurídicas son elementos que impiden 
el desarrollo económico del país y son causa de la violencia social 
que ha azotado a nuestra sociedad. Como estudioso del Derecho y 
de los fenómenos sociales estoy convencido de que la reconstrucción 
de una cultura de esta naturaleza es un buen remedio para hacer 
frente a aquellos males que hoy tienen sumido a México en la crisis de 
seguridad e impunidad más cruenta de su historia reciente.
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La experiencia internacional ha demostrado que en países que en el 
pasado tuvieron una precaria cultura de la legalidad y que fueron sa-
cudidos por el crimen, la violencia y la corrupción, cuando aplicaron 
políticas públicas eficaces y eficientes para el combate a la impunidad, 
en lapsos de tiempo relativamente breves, demostraron que es posible 
conseguir cambios sustantivos.

Luego entonces, podemos afirmar que el fenómeno de la impunidad 
es el elemento más pernicioso que impide que pueda imperar un pleno 
Estado de Derecho, motivo por el cual haremos el siguiente análisis y 
estudio.

2. La corrupción en el servicio público

Un acto de corrupción de entrada implica la violación de una norma 
–sea de carácter moral, ética o jurídica–, la cual indudablemente 
entraña siempre un deber. Aquel que se corrompe, trasgrede –ac-
tiva o pasivamente– las reglas pactadas para asegurar el correcto 
funcionamiento de una sociedad. 

Este fenómeno de la corrupción es tan viejo y vasto como la humanidad 
misma. En todos los tiempos y en todas las culturas ha existido. Pero 
esto no hace que dichos actos sean legítimos, es decir, que por su 
antiquísima existencia sean deseables o positivos, ni que impliquen 
una cultura indestructible. 

Lo anterior viene a colación ya que el fenómeno de la corrupción en el 
servicio público -así como su combate– son aspectos que gravitan en 
torno al tema de la construcción de una Cultura de la Legalidad, y son, 
sin duda, aspectos fundamentales para poder arribar a un auténtico 
Estado democrático de Derecho, así que su abordaje es uno de los 
propósitos perseguidos por el presente texto.

El jurista francés André Hauriou decía que la dificultad más seria 
para la existencia de un sistema constitucional, consiste en que los 
que detentan el poder siempre tienen la tentación de no someterse 
al mandato de las normas, porque: “Los preceptos del Derecho 
Constitucional se dirigen a los actores políticos particularmente 
poderosos, que no siempre obedecen las reglas establecidas”.1

El matiz al que hemos de hacer referencia en el presente apartado 
se enfoca primariamente al ámbito gubernamental. La corrupción 
en el servicio público implica que un individuo o grupo de individuos 
1	 Hauriou, André. Derecho Constitucional e Instituciones Políticas. Editorial Ariel, Barcelona. 

2ª. Reimpresión para México, 1992. p. 23.
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revestidos de autoridad pública toman o dejan de tomar decisiones 
–en uso de sus facultades legales– para generar un beneficio 
personal, en lugar de cumplir con su obligación de favorecer a la 
sociedad.

Se ha definido al fenómeno de la corrupción como la apropiación 
de bienes públicos para beneficiar intereses particulares. La función 
pública es convertida así, ilícitamente, en fuente de enriquecimiento.

El problema de la corrupción es que ésta constituye una amenaza a 
la democracia y es uno de los mayores obstáculos en la conquista de 
los derechos humanos, porque frena el desarrollo económico de un 
pueblo.

Así, la corrupción en todos los niveles de gobierno se ha convertido en 
un problema dentro de nuestra sociedad, que incluso ha desplazado a 
la inseguridad como principal motivo de malestar ciudadano, pues es 
ella el germen de la impunidad misma.

Es consecuencia de muchos años de padecerla y hoy ya es crónica; se ha 
convertido en una epidemia que ha arreciado sus efectos devastadores 
incrementada con motivo de las alternancias políticas en los puestos 
públicos, la discrecionalidad para castigarla y, consecuentemente, la 
impunidad surgida de la escasa o nula aplicación de la ley en los tres 
niveles de gobierno.

De manera lamentable, podemos augurar que la corrupción es un 
cáncer que se ha extendido a casi todas las actividades públicas, 
sin importar orígenes partidarios ni ideologías, que amenaza con 
resquebrajar a la partidocracia actual y que incluso puede llegar a 
causar su desaparición, tal como ahora la conocemos.

En México tal ha sido la presión que los partidos políticos han recibido 
de la ciudadanía, que los obligó a concertar una reforma constitucional 
–que se publicó el 27 de mayo de 2015– para dar origen al Sistema 
Nacional Anticorrupción, así como a la creación de una Fiscalía 
especializada en el combate de este mal.

El Sistema Nacional Anticorrupción está regulado en el artículo 113 de 
la Carta Magna y es la instancia de coordinación entre las autoridades 
de todos los órdenes de gobierno competentes para la prevención, 
detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de 
corrupción, así como para la fiscalización y control de los recursos 
públicos.
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El texto constitucional establece que el Sistema deberá contar con 
un Comité Coordinador integrado por los titulares de la Auditoría 
Superior de la Federación, de la Fiscalía Especializada en Combate 
a la Corrupción, de la Secretaría de la Función Pública, el presidente 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, así como por un 
representante del Consejo de la Judicatura Federal y otro del Comité 
de Participación Ciudadana.

En cumplimiento de los preceptos transitorios de la norma constitucional, 
el 4 de abril del año 2017 se llevó a cabo la instalación de dicho Comité 
Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, pero de forma 
incompleta, debido a que el titular de la Fiscalía Anticorrupción no había 
sido designado, a pesar de que desde mucho tiempo atrás había un 
mandato constitucional para hacerlo. A la fecha en la que el presente 
ensayo fue elaborado, es decir a más de tres años de distancia de la 
reforma, dicho fiscal sigue sin ser designado por el Senado. 

La LXIII Legislatura de dicha Cámara Alta postergó en cuatro ocasiones 
el nombramiento del fiscal, debido a la falta de consensos partidarios, 
lo que se interpretó por la ciudadanía como muestra de que las 
fuerzas políticas en lugar de procurar seleccionar a un personaje que 
cumpliera con un perfil adecuado, priorizaron sus diferencias por tratar 
de imponer a un funcionario a modo que encubriera los compromisos 
de quienes lo elegirían.

La falta de atención a un tema tan sensible e importante para la 
sociedad mexicana, como es la corrupción, fue poco importante para 
los partidos políticos con mayor presencia parlamentaria, lo cual les 
fue cobrado y castigado por el electorado en los antes citados comicios 
de julio.

Al mes de julio, sólo 16 de las 32 entidades federativas han conformado 
sus sistemas estatales anticorrupción, lo que también impacta y frena 
el desempeño del Sistema Nacional, ya que los sistemas locales –a 
través de sus representantes– forman parte de él.

Así las cosas, tenemos un Sistema que desde su creación constitucional 
nació muy débil. Los Partidos Políticos y los gobernantes parecieran 
ignorar que en materia de corrupción, en 2017, México ocupó el lugar 
135 de 180 países que integran el Índice Global de Percepción de la 
Corrupción.2

2	 Información consultada el día 31 de mayo de 2018 en: 
	 https://imco.org.mx/temas/indice-percepcion-la-corrupcion-2017-via-transparencia-

internacional/ 
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Y es que a nivel regional, México se encuentra en la sexta peor posición, 
sólo por arriba de Paraguay, Guatemala, Nicaragua, Haití y Venezuela.
Por supuesto no se trataba de un tema irrelevante, ya que como dijimos 
fue una de las razones definitorias del resultado de las elecciones 
presidenciales del presente año, al resultar electo con amplia mayoría 
el candidato que hizo del combate a la corrupción su más fuerte 
bandera electoral.3

3. Cultura de la legalidad

Como suele suceder en el basto mundo de las Ciencias Sociales, 
las definiciones entorno de un mismo concepto suelen ser múltiples 
y matizadas, según trate el autor que lo aborde. En relación al 
concepto de la “Cultura de la Legalidad”, la academia coincide en 
que dicha concepto se encuentra constituido por los valores, normas, 
conocimientos, creencias, símbolos, percepciones, sentimientos, 
emociones, conductas y las actitudes de los individuos con relación 
a las leyes y a los actores e instituciones cuyas tareas y propósitos 
radican en hacerlas respetar mediante su ejecución y salvaguarda.

Mario de la Cueva sostenía que: “Únicamente el Derecho sirve como 
fundamento del Estado de Derecho contemporáneo, cuya esencia 
radica en la subordinación del poder al orden jurídico”.4  

El concepto de “Cultura de la Legalidad” guarda diferencias con 
respecto a la noción de “Cultura Jurídica”, que se entiende como: “Un 
conjunto de presupuestos compartidos que orientan el razonamiento, 
los valores y las percepciones de un grupo social”, como los que 
representan por ejemplo el Código Civil en Francia, el Habeas Corpus 
en el Reino Unido o la Constitución General de la República en nuestro 
país.

Es decir, cada sistema legal describe con gran detalle un sinnúmero de 
cuestiones de Derecho, pero el tema que nos ocupa tiene que ver con 
la convicción que existe dentro de una sociedad a acatar las normas 
jurídicas sin necesidad de tener que hacer uso de la coacción.

Una sociedad se considera culturalmente más desarrollada en la 
medida que requiere menos del elemento de la coercitividad para 
obligar a la adopción de las normas legales. Desde luego que esto 
3	 El Lic. Andrés Manuel López Obrador obtuvo casi el 53% de los votos en los comicios de 

julio de 2018 y además su Partido obtuvo una cómoda mayoría parlamentaria en las dos 
Cámaras del Congreso de la Unión y en la mayoría de las legislaturas estatales y en el 
Congreso de la CDMX.

4	 De la Cueva, Mario. Teoría de la Constitución. Porrúa, México, 1982. pp. 32.
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mismo aplica a las sociedades en donde los gobernantes se ajustan 
con mayor convicción al marco de Derecho que ellos mismos 
contribuyeron a crear. La evolución de una sociedad se mide en 
relación a la observancia del fenómeno de su capacidad para lograr 
que la aparición de una norma jurídica lleve aparejada –de manera 
implícita– la idea de su cabal cumplimiento.5

Con base en la literatura especializada es posible –y por supuesto 
deseable–proyectar una serie de principios, definiciones y reflexiones 
que contribuyan a la construcción de una Cultura de la Legalidad que 
permita que la sociedad pueda conducir sus actividades dentro del 
marco de Derecho; que en su caso se castigue con firmeza a quienes 
se aparten de él; y ello constituya un efectivo combate a la impunidad.
A continuación señalaremos de manera enunciativa algunos elementos 
que pueden ser valiosas herramientas para la construcción de una 
Cultura de la Legalidad:

a)	 La existencia de un marco de Derecho construido con 
normas claras, entendibles y posibles, adecuado a la 
realidad social. 

	 Existe la creencia de que es necesario contar con legislación 
extensa que trate de prever todas las actividades sociales. 
También respecto de la conveniencia de formular leyes 
restrictivas, que penalicen todas las conductas antisociales. Sin 
embargo, la realidad nos demuestra que estos supuestos no 
han sido factores que construyan una buena cultura jurídica en 
nuestra sociedad, ni mucho menos hayan podido establecer una 
auténtica Cultura de la Legalidad.

	 Hay quienes sostienen que a mayor número de leyes es más 
grande el riesgo de que surja corrupción. Un marco enorme de 
leyes, que muchas veces adolecen de deficiencias técnicas, 
redactadas en términos poco claros y entendibles y que disponen 
supuestos fácticos muy difíciles de cumplir, son factores que 
lejos de ayudar a crear una cultura ciudadana de respeto a la 
ley, crean efectos perniciosos en sentido inverso del pretendido.

	 Si bien es cierto, hoy en día el universo de disposiciones jurídicas es 
amplísimo –lo cual hace imposible que una persona conozca todas 
las normas–, la construcción de una Cultura de la Legalidad no exige 
que la persona conozca todas ellas para lograr su afianzamiento 
en una sociedad, sino que basta con una noción básica acerca de 
aquellas conductas principales que son reprobables y reprochables 
de manera general por la propia sociedad, para echar raíces firmes 
en la cultura jurídica de un pueblo.

5	 Garapon, Antoine. Bien juger. Essai sur le rituel judiciare, Odile Jacob, París, 1997, pp. 
149 y 150.
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b)	 Generar el interés por las normas jurídicas básicas y 
conocimiento de las mismas. 

	 De poco o nada sirve la producción legislativa si no va aparejada 
con un proceso adecuado de información y explicación de su 
contenido. El interés y el conocimiento de los ciudadanos por 
las normas jurídicas básicas es la base del éxito para conseguir 
la buena disposición de éstos para adherirse de manera 
convencida a los principios que rigen el Estado de Derecho, así 
como la posibilidad efectiva de que lleguen a obedecer la norma. 

	 La ciudadanía tiene que adoptar y obedecer las normas por 
convicción, más que por coerción. Para que esto suceda, tiene 
que existir un proceso en el cual la ciudadanía acate el marco 
legal porque esté convencida de sus bondades y ventajas, 
porque ello implica garantía de gozar de paz social, convivencia 
armónica y desarrollo económico. 

c)	 Respeto de las normas jurídicas por convicción de parte de 
los gobernantes, para generar confianza y buenos ejemplos 
a los gobernados.

	 El enemigo principal de una Cultura de la Legalidad –al menos 
creo que en el caso de México– no es sólo la ausencia de ésta. 
El país cuenta con un extenso marco de leyes –algunos opinan 
que incluso en exceso– que establecen diversos y muy variados 
derechos y obligaciones propios y ajenos. El problema de fondo 
estriba en que la corrupción y la impunidad han edificado una 
virtual “Cultura de la Ilegalidad”, debido a que tanto individuos 
como grupos conocen la norma jurídica y sin embargo deciden 
transgredirla de forma consciente y –por supuesto– deliberada.

	 Las autoridades combaten los actos delictivos de manera 
discrecional; cuando lo intentan hacer, carecen de conocimientos 
técnicos y recursos para cumplimentar su cometido o lo hacen 
de manera arbitraria y a veces hasta ilegal. La impunidad en 
la comisión de delitos alcanza cifras escandalosas que señalan 
que más del 92% de los delitos no son investigados y menos 
castigados.

	 Si a ello se suma que las autoridades de todos los niveles son 
señaladas por actos de corrupción y casi nunca son sancionadas, 
lo que genera un efecto muy negativo puesto que la ciudadanía 
piensa que las normas jurídicas no sirven y que las funcionarios 
lejos de ser ejemplo de buena conducta, lo son más para la 
transgresión del marco de Derecho.

d)	 Cooperación con las autoridades y respeto de los derechos 
ajenos. 

	 Las autoridades deben infundir respeto con sus actos y hacerse 
respetar, así como garantizar la salvaguarda de los derechos de 
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terceros; incluso mediante el uso legítimo de la fuerza, en casos 
justificables.

	 Una real cultura de la legalidad supone la validación y defensa 
de los derechos propios y –desde luego– el cumplimento 
de las respectivas obligaciones, pero además, el respeto de 
los derechos de los demás. Es decir, hacer valer los propios 
derechos y al tiempo respetar los derechos del resto de las 
personas teniendo plena conciencia de su coexistencia de forma 
mínima. 

	 Para poder crear un clima de normalidad y paz social, la 
cooperación de los individuos con las autoridades –en general– 
es indispensable para que éstas puedan cumplir a cabalidad 
las tareas que les son encomendadas por políticas públicas 
que favorezcan la salvaguarda efectiva de los derechos de la 
población. 

	 La división de las funciones del Estado que de manera tradicional 
se ha considerado, ha llevado en –no pocas– ocasiones a 
pensar que la preservación y el fortalecimiento del orden jurídico 
es tarea exclusiva de las autoridades y de las instituciones 
diseñadas para velar por el cumplimiento de la norma. 

	 Hoy en día, este esquema ha quedado por demás rebasado 
y el diseño y construcción de una cultura como la de la 
Legalidad, sólo es posible en la medida en que las autoridades 
cuenten con el apoyo de la sociedad en el cumplimiento de las 
responsabilidades, funciones y tareas a cargo. Es posible que 
muchos servidores públicos se abstengan de hacer cumplir la 
ley debido a que temen no recibir el apoyo ni el reconocimiento 
de su comunidad. 

	 Pieza fundamental se vuelve entonces la participación ciudadana 
como protagonista de la vida pública y la construcción de una 
cultura que explique a los ciudadanos que no hay ningún derecho 
que no conlleve –de manera implícita- también una obligación; 
y que si somos la generación que tutela mayor número de 
derechos en la historia de la humanidad, eso también nos hace 
tener muchas más obligaciones de respetar a los demás, a las 
autoridades y en general a todo en contexto que compone la 
vida de la sociedad.

e)	 Rechazo, persecución, castigo y condena de los actos 
ilegales.

	 La prevención, persecución y castigo a las trasgresiones del 
marco legal, resultan indispensables  para no generar los efectos 
de la impunidad antes referidos.

	 Parte importante de la construcción de una cultura –sea cual sea- 
es sin duda, las actitudes que los miembros de esa comunidad 
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o sociedad toman respecto de determinados temas. En el 
caso de la construcción  de la Cultura de la Legalidad dichas 
actitudes se encuentran inevitablemente ligadas al rechazo y la 
condena de los actos de ilegalidad. 

	 Lo anterior supone entonces una ruptura del círculo vicioso de 
la actitud pasiva y permisiva de actos condenables. Se trata de 
la superación de la aceptación silenciosa y por supuesto de las 
complicidades ante actos que vulneran la norma; antes bien, la 
Cultura de la Legalidad exige una actitud y una conducta abiertas 
al rechazo a la ilegalidad, convirtiendo así una atmosfera social 
contaminada en un clima social de respeto a la ley.

4. La impunidad y la imperiosa necesidad de combatirla.

Los estudiosos del fenómeno social señalan que el incumplimiento de 
las normas legales sin sanción produce la impunidad. Y la impunidad 
tiene tres elementos que son un incentivo perverso en contra de la 
existencia de una Cultura de la Legalidad.

En primer término, cuando alguien comete un delito, no recibe castigo 
y percibe la facilidad para su realización, queda incitado a volverlo a 
hacer. Segundo, cuando las personas advierten que alguien comete 
ilícitos y no es castigado, quedan atraídos a la tentación de imitar las 
conductas delictivas. Y el tercero -y más grave- consiste en que cuando 
las victimas u ofendidos por la comisión de delitos constatan que sus 
victimarios no son castigados por las autoridades, quedan impulsados 
a tomarse justicia por mano propia y se desata la violencia.

Y es que cuando los delitos no se combaten, no se toman acciones 
para castigar a quienes han decidido quebrantar la ley y no se 
decomisa la riqueza que se genera como consecuencia de actos 
ilícitos y delincuenciales, estas actividades antisociales terminan por 
echar raíces en aquellas sociedades que han decidido hacerlas su 
forma de vida y financiamiento de su desarrollo.

Ejemplos hay muchos, como el de algunas comunidades del Estado 
de Sinaloa que encubren y defienden a narcotraficantes; las acciones 
de los pobladores en municipios de Puebla que procuran evitar la 
captura de los llamados “huachicoleros” o los centenares de personas 
que acuden a los funerales líderes de bandas criminales, como si se 
tratase de héroes.

La inacción de la justicia hace que a la larga los ingresos provenientes 
de las actividades delincuenciales se conviertan en fuente de empleo y 
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de desarrollo de las comunidades, por lo que sus pobladores terminan 
aceptando que los grupos que operan los ilícitos son verdaderos 
luchadores sociales.

Hoy en día, las grandes ciudades -como la Ciudad de México- cuentan 
con decenas de miles de policías y una importante inversión en 
herramientas tecnológicas implementadas —tales como las cámaras 
de seguridad, botones de pánico, robots aéreos, entre otras— que 
funcionan como un fuerte disuasivo para muchas actividades delictivas; 
pero todos estos esfuerzos serán insuficientes sin el convencimiento 
pleno por parte de la ciudadanía de cumplir con el Estado de Derecho y 
tengan la convicción de los efectos perniciosos que genera el consumo 
de bienes generados por actividades ilícitas, como drogas, piratería, 
bienes robados y demás.

Las normas jurídicas se diferencian de las demás de carácter reli-
gioso, moral o ético, por su imperatividad y coercitividad. Y es que 
su cumplimiento no queda sujeto  a la sola decisión o voluntad de los 
ciudadanos. Su acato obligatorio debe estar garantizado para que 
en caso de su incumplimiento, sobrevenga una acción de fuerza de 
la autoridad para hacerla obedecer, erradicando de esta manera la 
impunidad. 

La impunidad se explica como: “la inexistencia, de hecho o de derecho, 
de responsabilidad penal por parte de los autores de violaciones, así 
como de responsabilidad civil, administrativa o disciplinaria, porque 
escapan a toda investigación con miras a su inculpación, detención, 
procesamiento y, en caso de ser reconocidos culpables, condena a 
penas apropiadas, incluso a la indemnización del daño causado a sus 
víctimas”.6 

Ferrajoli define a la impunidad como: “La ausencia del Estado en su 
función punitiva, producto de una crisis de legalidad y de la pérdida del 
valor vinculante asociado a las reglas por los titulares de los poderes 
públicos”.7

La particularidad más sobresaliente del Estado de Derecho es la 
obligación de gobernados y gobernantes de ajustar sus conductas 
al imperio de la ley. Luego entonces, la primordial tarea del Estado 
Constitucional contemporáneo es la vigilancia y garantía de que la 
sociedad entera sujete sus acciones al marco legal.
6	 Consejo Económico y Social, Informe de Diane Orentlicher, experta independiente 

encargada de actualizar el conjunto de principios para la lucha contra la impunidad, E/
CN. 4/2005/102/Add., 18 de febrero de 2005.

7	 FERRAJOLI, Luigi,  Derechos y garantías. La Ley del más débil, Editorial Trotta, Madrid, 
2006, p. 15.
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Para poder cumplir con esta encomienda fundamental, los órganos 
de gobierno tienen que valerse de un concepto jurídico indispensable 
para tales fines, que es la “coacción”. Por supuesto, la coacción no es 
en modo alguno el medio normal o único del Estado, pero sí su recurso 
específico extremo para constreñir el cumplimiento de las conductas 
sociales al marco legal. Porque siguiendo la línea de pensamiento de 
Max Weber, si “subsistieran construcciones sociales que ignoraran la 
coacción como medio, el concepto de Estado hubiera desaparecido”.8

El pensador alemán, apuntaba que la coacción es un elemento 
indispensable para la existencia del Estado, ya que definía a éste, 
como: “aquella comunidad humana que en el interior de un determinado 
territorio reclama para sí el monopolio de la coacción física legítima”.9

El concepto de la coacción conlleva de manera intrínseca al uso 
excepcional de la violencia y la fuerza física, porque es el Estado es 
quien detenta el monopolio exclusivo del uso de dichos elementos 
dentro de una sociedad, pero dentro de los límites que la Constitución 
y las leyes determinen. 

Para Thomas Hobbes, el ser humano es esencialmente individualista y 
ese individualismo lo lleva a ser egoísta y consecuentemente a buscar 
satisfacer de manera natural sus necesidades más básicas, es decir 
de alimentación y de seguridad.

De tal suerte que para Hobbes, el Estado –el Leviatán- tuvo su origen 
en un pacto cuyas razones son utilitaristas, es decir, para garantizar la 
seguridad de cada uno de los propios hombres que le formaron. 

Si no existiera ese pacto, materializado en un marco de Derecho, el ser 
humano, concebido por el autor alemán como: “el hombre es el lobo 
del hombre”, viviría en un estado de naturaleza y guerra permanente 
para asegurar sus propios intereses.

Como podemos ver, para Hobbes fue fundamental el surgimiento del 
Estado y del Derecho, para evitar que los hombres se aniquilaran unos 
con otros, estableciendo un pacto de no agresión.

Es conveniente hacer notar que Hobbes sostenía que el Leviatán existe 
para proteger intereses –como se dijo, por su visión utilitarista- y no 
derechos. Por ello, justificaba la capacidad del Estado para ejercer la 
violencia y la fuerza en favor de aquello que considera el fin primigenio 
del mismo: la seguridad. 
8	 WEBER, Max, “Economía y Sociedad. Fondo de Cultura Económica, ”, México, octava 

reimpresión de la segunda edición en español, 1987, p. 662
9	 Ídem. P. 662
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Michelangelo Bovero, criticaba al pensamiento de Hobbes, cuando 
afirmaba que: “Lo que para él representa un problema es, ante todo, 
la difusión del recurso a la fuerza para resolver todo tipo de conflictos, 
la proliferación de centros de poder que reivindican el “derecho de 
espada privada”.10 

Cada individuo, en la hipótesis del estado de naturaleza, aparece 
como un centro de fuerza, expuesto a la acción aislada y combinada 
de los otros centros de fuerza, y por ello legitimado por este estado de 
necesidad para defenderse por sí mismo.11

Para muchos otros autores, Derecho y violencia, son antagónicos, 
pero no es difícil demostrar que el primero surgió de la segunda. La 
Ciencia Política identifica que las relaciones de mando-obediencia en 
las sociedades primitivas se establecieron –en una primera instancia- 
a través de conflictos de intereses entre los seres humanos que las 
integraban, que se solucionaban privilegiando el recurso de la violencia 
y la fuerza física de los mejores dotados.

El predominio de la fuerza salvaje y la violencia fue vencida después 
por la inteligencia, la unión y la organización social; el poder de los 
unidos representa ahora el derecho, que se opone a la fortaleza y 
brutalidad del individuo aislado. 

Pero fue preciso el surgimiento de la más importante concepción social 
de la humanidad: el Derecho, como un medio y un fin social para 
consolidar la condición psicológica de que las relaciones de mando-
obediencia dentro de la sociedad dejaran de implantarse mediante 
el uso de la fuerza y la violencia y transitaran de forma permanente, 
duradera, mediante medios pacíficos a través de normas de derecho.
Las leyes del pacto social determinan entonces en qué medida cada 
uno de sus miembros ha de renunciar a su libertad personal de ejercer 
violentamente la fuerza para que sea posible una vida en común 
segura.12

Tan semejante es el bien como el mal en política, solía apuntar 
Maquiavelo. Para el florentino, el odio se gana tanto con las buenas 
acciones como con las perversas, me refiero a que la historia entera 
de la humanidad se ha empeñado en demostrar que en aquellos casos 
10	 BOVERO, Michelangelo, “Lugares clásicos y perspectivas contemporáneas sobre 

políticas y poder”, en BOBBIO, N. y BOVERO. M. “Origen y Fundamentos del Poder 
Político”, México, Editorial Grijalbo, 1985, P. 47. 

11	 Ibídem, pp. 48-49.
12	 EINSTEIN, Albert y FREUD S. ¿Por qué la guerra?, Introducción de Eligio Resta, Editorial 

Minúscula, Barcelona, 2001, pp.72-76.
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en que el poder no encuentra un freno o restricción, los excesos tarde 
o temprano aparecen.  

Como hemos visto, la facultad del Estado de hacer uso de la fuerza –de 
manera legal y legítima, como no debería ser de otra manera, viniendo 
del Estado- se remonta al origen mismo de su propia creación.

Al prohibir a los gobernados mediante la ley el uso de las armas y de 
la violencia para dirimir sus controversias o garantizar su seguridad, 
el Estado asume su labor principal: el uso exclusivo de la fuerza, para 
garantizar el orden y la seguridad de su población. 

El origen del Estado antiguo se justificaba cuando un conglomerado 
social requería protegerse. En esta era actual del Estado Constitucional 
de Derecho el cumplimiento de la obligación de garantizar la seguridad 
de los gobernados se ejecuta mediante el otorgamiento -a algunos 
miembros del gobierno- de la facultad y obligación de usar la fuerza 
para mantener las condiciones de protección necesarias para el 
desarrollo de la sociedad.

Se trata entonces de una transición de la idea de la venganza privada 
hacía la justicia pública; en pocas palabras: que no sean los hombres 
por sí mismos quienes resuelvan sus diferencias tomando venganza 
en propias manos para el resarcimiento de los agravios, sin ninguna 
regla, ojo por ojo, diente por diente. Se trata ahora, en el Estado de 
Derecho, como resultado de un consenso general, que sea el propio 
Estado quien resuelva las controversias, contando con el uso de la 
fuerza para hacer cumplir sus determinaciones, para darle a cada 
quien lo que le corresponda.

Sin embargo, cuando el Estado falla en el cumplimiento de las tareas 
que le han sido encomendadas por el pacto social, surge la impunidad, 
la cual se nutre –sin duda alguna- de la corrupción. Es el caso de 
México, donde la corrupción y la impunidad han servido para el 
surgimiento de la violencia. 

5. A MANERA DE CONCLUSIÓN 

No basta hacer acuerdos políticos y consensos partidistas para 
hacer nuevas reformas legales, ya que como argumentaba Maurice 
Duverger: “La obligación no reposa solamente en coacciones sociales 
externas o sanciones, sino en la adhesión interna a la norma porque 
uno mismo la considera valiosa. El sentimiento de obligación que 
explica la obediencia a las normas, se basa más en el valor que se les 
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reconoce, que en las sanciones que las acompañan. Toda cultura se 
fundamenta en un sistema de valores”. 

Hoy en día la apuesta por la seguridad, la preservación y el respeto 
del orden jurídico mexicano debe –por supuesto- contemplar la 
reconstrucción de valores sociales como parte de una tarea de 
prevención, la cual encuentra su modo más acabado en la consolidación 
de una Cultura de la Legalidad.

Existen diferentes razones que llevan a las personas a respetar la Ley. 
Hay quienes lo hacen por temor a las sanciones o las consecuencias. 
Pero existe –sin duda- una mayoría que respeta las leyes por el 
profundo convencimiento de que hacerlo garantiza la convivencia 
armónica y pacífica de su entorno social, inscribiendo su actuar en una 
auténtica “Cultura de la Legalidad”. Dicha cultura significa llevar a cabo 
el estricto cumplimiento de las obligaciones que la ley impone, con el 
fin de garantizar una sana coexistencia social.

La importancia de la Cultura de la Legalidad estriba en que permite 
la vigencia plena del disfrute de los derechos humanos, los cuales al 
estar efectivamente protegidos, permiten la transformación y evolución 
de nuestra realidad social. Es necesario revalorar la necesidad de 
fortalecer los valores sociales como elementos indispensables en las 
relaciones sociales, así como en la vigencia y tutela de los derechos 
fundamentales del hombre. 

Y es que si la gran mayoría de los ciudadanos se encuentran 
plenamente convencidos de la conveniencia de acatar la norma, 
entonces la necesidad de castigar será cada vez menor. Debido a que 
-por razón de la propia naturaleza humana- resulta ingenuo esperar 
que todos habrán de cumplir y respetar la ley, es por ello necesario, 
y hasta imprescindible, que el Estado no renuncie a su potestad de 
ejercer la fuerza y que lo haga en casos justificados y de acuerdo a los 
protocolos aceptados en el contexto internacional actual, con estricto 
apego a Derecho.

El Estado Mexicano tiene a su cargo construir dicha cultura –con 
todos los elementos ya expuestos-, sin olvidarse de las obligaciones 
irrenunciables e imprescindibles que tiene como responsable de la 
vigencia del marco de derecho.

Me refiero a la aplicación –sin discrecionalidad- del marco de la ley, 
al ejercicio de la acción coactiva y en casos extremos y necesarios, 
al uso legítimo de la fuerza, como ultima ratio en busca de evitar la 
impunidad y así asegurar la trascendencia del orden social. 
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Así, Cultura de la Legalidad y uso legítimo de la fuerza, son ciertamente 
armas indispensables en el combate a la impunidad.

Norberto Bobbio señala que para la existencia de una democracia no 
basta con que existan leyes e instituciones, sino que la democracia 
debe traducirse en una costumbre y en una manera de vivir.

Importante es señalar que el cumplimiento de la ley debe comenzar 
por los detentadores del poder, es decir, por los gobernantes. No 
debe esto de entenderse como una acción de buena voluntad: es el 
cumplimiento de la filosofía del Constitucionalismo.

Pero no debemos olvidar que la Cultura de la Legalidad es un camino 
de dos vías por el cual transitan y se encuentran gobernantes y 
gobernados. Sólo entendiendo esto seremos capaces de contrarrestar 
los alarmantes niveles de corrupción, impunidad y violencia que 
aquejan a México.

Ciudadanos todos; con o sin cargo público. Efectivamente debe-
mos construir en el terreno de las grandes reformas pero también –y 
quizás más importante- en los pequeños cambios en las conductas 
sociales que forman la gran diferencia.  

Como corolario, conviene evocar a Giovanni Sartori en una idea que 
suscribo a plenitud: “En una democracia, el puesto más importante es 
el de ciudadano”. 

Pero si la ciudadanía no percibe este ejemplo, si duda de la actuación 
de quienes están doblemente obligados a acatar la ley, surge el 
desánimo, la desarticulación social, la corrupción, la impunidad y la 
violencia. 

Sólo entendiendo que la impunidad –generalizada y considerada 
habitual- es consecuencia de un sistema deficiente y de una indeseable 
“Cultura de la ilegalidad” que debemos combatirla de frente para 
desarticularla. 

La sociedad tiene que reconocer el efecto pernicioso que la impunidad 
y la irresponsable falta de acción -por temor de las autoridades de usar 
la fuerza- han causado a nuestra sociedad y que nos están condenando 
a vivir con niveles de inseguridad y violencia inéditos en la historia.

En este combate no deben existir atajos, se requiere del esfuerzo de 
todos. No podemos hacer de la impunidad y la corrupción un modo de 
vida. 
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